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Introducción 




			 




			Poco se imaginaba Soraya Sáenz de Santamaría, portavoz parlamentaria del Partido Popular, cuando en noviembre de 2010 dijo que «la prima de riesgo en nuestro país se llama José Luis Rodríguez Zapatero» que pocos meses después, siendo ella misma vicepresidenta de un gobierno del Partido Popular salido de las urnas por mayoría absoluta, la prima de riesgo de España llegaría casi a triplicarse, hasta alcanzar máximos históricos. La poderosa mano derecha de Rajoy pronunció su frase en una conferencia que dictó en Sevilla, dando forma así al argumentario que repitieron luego muchos otros líderes populares según el cual lo único que reflejaba la importante subida experimentada por la prima de riesgo española (el diferencial en tipos de interés que tenemos que pagar respecto a Alemania para financiarnos en el exterior) era la desconfianza generada, «dentro y fuera del país», por el entonces presidente Zapatero. Dicho de otro modo, en cuanto llegase un gobierno nuevo, de los populares por supuesto, se recuperaría automáticamente la confianza y, con ella, se conseguiría rebajar de manera natural la dichosa prima de riesgo. 




			 




			Por eso, Mariano Rajoy debió contemplar atónito que los mercados financieros internacionales mostraban una mayor desconfianza hacia su reciente gobierno popular que la manifestada hacia el anterior gobierno socialista. En los siete meses transcurridos desde su victoria electoral, la prima de riesgo que exigían a la deuda española se había casi triplicado. Y no era sólo una cuestión relacionada con el euro, Alemania y el Banco Central Europeo, porque las primas exigidas a Italia y a Irlanda, otros dos países en la cuerda floja, habían mejorado, mientras que la española empeoraba. En un año, 2012, en que nuestras necesidades de refinanciación alcanzaban los 350.000 millones de euros, los mercados financieros estaban exigiendo a España más de 600 puntos básicos por encima de la deuda alemana. Demasiado dinero, demasiado caro. 




			 




			Zapatero había conseguido traspasar la presidencia del gobierno sin que la economía española fuese formalmente intervenida por la troika; a pesar de los temores reflejados por una prima de riesgo de 240, a pesar del giro espectacular de política económica que se vio obligado a hacer en mayo de 2010 y de una reforma exprés de la Constitución que rompía la columna medular del pensamiento socialista tradicional sobre el papel del Estado en la economía y el valor instrumental del déficit público. Dijo que para evitar la intervención de la economía española estaba dispuesto a hacer todo lo necesario, «me cueste lo que me cueste», y cumplió. Le costó las elecciones generales, el peor resultado de su partido en las urnas y el desprestigio como gobernante, ya que los suyos no le apoyaron y sus adversarios no tuvieron la generosidad de reconocer su aproximación a sus tesis y sus méritos. Ha habido quien ha señalado que confrontado con un dilema, el presidente Zapatero prefirió perder las elecciones y evitar un rescate que su sucesor no supo evitar. 




			 




			Evolución de la prima de riesgo durante la crisis 
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			Seis meses después de su victoria electoral por mayoría absoluta, Rajoy se enfrentó al peor momento de la economía española, la prima de riesgo más elevada y la imposición, por parte de las autoridades comunitarias, de un rescate, si bien acotado al sector financiero: un cuantioso préstamo que evidenciaba la incapacidad de España de hacer frente al problema por sí misma, acompañado de un conjunto de fuertes imposiciones recogidas en un memorando de intenciones, como se había hecho con Grecia y Portugal, que incluía medidas que el gobierno del Partido Popular venía negándose a implementar hasta ese momento, como la creación de un «banco malo» que ayudara a dar salida al empacho de ladrillo y cemento que bloqueaba las cuentas de nuestros bancos hasta situar a varios de ellos próximos a la quiebra. 




			 




			¿Qué pasó en esos primeros meses de gobierno Rajoy para que las cosas se pusiesen mucho mucho peor para España cuando parecía que ya no podían empeorar? 




			 




			Ésa es la pregunta a la que daré respuesta a lo largo de este ensayo. Y como no se trata de una novela policíaca, empezaré por el final: mi tesis será que en esos meses el Partido Popular hizo una pésima gestión de los asuntos nacionales. Que esa pésima gestión fue claramente percibida desde fuera por las autoridades comunitarias y por los mercados financieros, que reaccionaron con desconfianza. Que en unos meses en que las dudas internacionales sobre la solvencia y continuidad del proyecto euro eran más intensas que nunca, esa pésima gestión fue en especial irresponsable. Que la razón de esa deficiente gestión hay que encontrarla en esquemas de funcionamiento previos, en concepciones políticas aprendidas, en un partidismo férreo que antepuso los intereses electorales del PP a las necesidades nacionales de España. Cuando todo apuntaba a que la gravedad del momento y la presión exterior obligarían a buscar pactos, consensos y acuerdos nacionales, como los prometidos por Rajoy en su discurso de investidura, el PP se envolvió en la bandera de partido, buscando rentabilizar electoralmente la situación, marcando confrontación con sus adversarios socialistas a los que culpabilizaba de todos los males. Con ello prolongaba desde el gobierno la estrategia partidista aplicada en la oposición, y que tan buenos resultados les había proporcionado. Ahora parecían más la oposición de la oposición que el gobierno de todos los españoles. 




			 




			Ese comportamiento, en particular en esos momentos difíciles, provocó incertidumbre e incomprensión generalizadas, incrementando los ya elevados riesgos exteriores de toda la zona euro y, en ella, de nuestro país. En contra de su propia propaganda, la llegada del PP al gobierno de España no iba a provocar por sí misma una corriente de confianza internacional en nuestro país, revirtiendo las dudas que, según ellos, provocaba Zapatero. Al menos en esos primeros meses, no estaba ocurriendo aquello que anticipó la secretaria general del PP cuando dijo que «el 20-N será el primer día del fin de la crisis». A la vista de los datos, tras la celebración de las elecciones el 20-N, la crisis se agudizaba porque Rajoy generaba más dudas que Zapatero, y así lo avala su comportamiento en esos primeros meses. 




			 




			Con la información de la que disponemos ahora, no podemos descartar que esa actitud de agresividad contra el principal partido de la oposición estuviera, además, enmarcada en la difícil situación con que se enfrentaba el Partido Popular tras la imputación de su tesorero por supuesta financiación irregular del partido, al principio por su vinculación con el conocido como caso Gürtel, pero después como pieza separada del mismo. Aunque los ciudadanos conocimos los aspectos internos del caso Bárcenas unos cuantos meses más tarde, conviene recordar que tras la victoria electoral del PP, Bárcenas refuerza la presión sobre el nuevo presidente del gobierno en busca de apoyo para, entre otras cosas, que la Fiscalía del Estado rebaje la presión sobre él. No es éste el objeto de este ensayo. Pero lo que ocurrió en España en esos primeros seis meses del gobierno Rajoy se entiende mejor si recordamos que entre las grandes preocupaciones del presidente recién nombrado estaba también este importante caso contra el partido político que presidía desde hacía años y que acababa de ganar las elecciones por mayoría absoluta. Por ejemplo, aunque lo conociéramos muchos meses después, del 26 de febrero de 2012, en pleno período de nuestro estudio, es el famoso SMS dirigido por Rajoy a Bárcenas: «Luis, nada es fácil, pero hacemos lo que podemos. Ánimo». 




			 




			Volviendo a lo nuestro, es cierto que a finales de 2010 la prima de riesgo española se había disparado hasta situarse entre 200 y 250 puntos básicos. Pero visto desde ahora, conociendo todo lo ocurrido en los meses posteriores, cuando el gobierno Rajoy vio cómo la prima de riesgo llegó a alcanzar los 700 puntos básicos, conviene preguntarse dos cosas: 1) Cuando desde la oposición el PP acusaba a Zapatero de ser el responsable de la elevada prima de riesgo, ¿lo hacía por desconocimiento de cómo funcionan los mercados internacionales o intentando sacar provecho electoral, incluso de los problemas objetivos que tenía el país, más allá del gobierno de turno, en plena crisis internacional? 2) Ya desde el gobierno, a partir de diciembre de 2012, aplicando el mismo enfoque que inventaron ellos («la superprima de riesgo ahora se llama Rajoy»), ¿qué errores cometió el PP de Rajoy-Sáenz de Santamaría-Cospedal en sus primeros meses que generaron tanta desconfianza en el exterior como para llegar a triplicar la prima de riesgo de Zapatero? 




			 




			Tengo la convicción de que ambas preguntas son pertinentes, porque de su respuesta podremos aprender varias cosas interesantes sobre cómo funciona la política en nuestro país y la economía en todo el mundo. Plantearlas ahora resulta, pues, mucho más que un mero ejercicio histórico. De hecho, pretendo que sean un ejemplo, un caso, de los muchos que se pueden citar y analizar de una disfunción plenamente actual de nuestro modelo político que explica los bloqueos a que está sometida España en varios aspectos esenciales de sus reformas institucionales. El hecho de que nos hayamos acostumbrado a ello, de que lo veamos casi como normal, no evita que se trate de algo negativo que perjudica el desempeño colectivo haciéndonos perder, entre otras cosas, competitividad, riqueza, puestos de trabajo y bienestar. 




			 




			Cuando la portavoz Sáenz de Santamaría utilizaba la delicada situación de crisis financiera y económica por la que estaba atravesando el mundo, Europa y España para desgastar al gobierno en provecho propio —siguiendo el principio que se atribuyó a otro portavoz de los populares, este de economía, Cristóbal Montoro, de «que se hunda España que nosotros ya la levantaremos»— se estaba apuntando al principio de «cuanto peor (para todos) mejor (electoralmente) para nosotros». Con ello aceptaba tres principios de actuación política que tanto han perjudicado y perjudican a nuestro país. Primero, la política no es un instrumento para resolver problemas de los ciudadanos, sea desde el gobierno o desde la oposición, sino un medio para conseguir el poder (quítate tú, para ponerme yo, aunque sea para hacer lo mismo). Segundo, los partidos políticos (y los diputados) no son entidades de interés público, representantes del interés general que deben, por lo tanto, buscar soluciones a los problemas colectivos del país a partir de las distintas alternativas que presentan, sino instituciones privadas que deben maximizar sus propios egoístas intereses electorales, aunque con ello causen daños no sólo a los adversarios, sino al conjunto (España), interpretados como daños colaterales. Tercero, la democracia es alternancia y sólo alternancia, cargando toda la responsabilidad exclusiva en el gobierno y con una oposición ocupada sólo en regresar al gobierno como sea, excluyendo cualquier obligación de pactos, incluso en momentos y en asuntos especiales, lo que siempre reparte la responsabilidad política entre el gobierno (más), pero también la oposición. 




			 




			Ese colocar los intereses de partido por delante de los intereses generales se ejemplificó en un momento tan especial como noviembre de 2010, cuando estábamos entre el primer rescate a Grecia y los posteriores rescates a Irlanda y Portugal, cuando la troika, representada por Merkel, acababa de obligar al presidente Zapatero a realizar un giro de ciento ochenta grados en su política, imponiéndole un importante recorte en el gasto público, en medio de rumores sobre la intervención de España, cuando el paro crecía en nuestro país propagando la evidencia de una profunda recesión económica —consecuencia del estallido de la burbuja inmobiliaria y de la crisis financiera internacional iniciada en Estados Unidos con las hipotecas subprime que se ha llevado por delante a un buen número de importantes bancos mundiales—. En esas horas difíciles, el principal partido de la oposición, que ya adelanta que gobernará en España «dentro de unos meses», en lugar de cerrar filas con el gobierno como hicieron otras oposiciones en otros países con similares dificultades, marca distancias, se centra en señalar al gobierno y a su presidente como culpables, buscando rédito electoral aparentando que la crisis es «culpa de Zapatero», como dijo Sáenz de Santamaría. Ese comportamiento, que podemos hacer extensible al PSOE cuando tras perder las elecciones aplicó el mismo criterio al gobierno Rajoy, sólo puede ser interpretado como que algo esencial no funciona bien en el sistema político español. Y los mercados internacionales se dieron cuenta de eso. 




			 




			Es cierto que hubo asuntos importantes en los que el PP y el PSOE unieron filas. Me refiero a la creación del Fondo de Reestructuración Ordenada Bancaria (FROB) y a la reforma constitucional para introducir restricciones al déficit público. Pero en julio de 2009, en el debate parlamentario sobre la creación del FROB, en línea con lo expresado fuera de la cámara por otros destacados portavoces de los populares que hablaron de «profundo error», el portavoz del partido, Álvaro Nadal, fue tremendamente crítico con dicho instrumento. Así, se presentó como un «apoyo crítico y escéptico», en el que tuvo mucho que ver la presión proveniente del propio sector bancario español sobre el líder del PP. En todo caso, las intervenciones de los populares estuvieron tan cargadas de descalificaciones al gobierno que su voto favorable difícilmente pudo compensar el tremendo impacto negativo que sus palabras dejaron entre todos los analistas internacionales, ya muy preocupados por la realidad de nuestro sistema financiero, cubierto de ladrillo y cemento en cantidades todavía desconocidas entonces, pero del que ya se sabía de la intervención de la Caja Castilla-La Mancha. 




			 




			El otro asunto, la reforma de la Constitución, aprobada en agosto de 2011, para redactar un nuevo artículo 135 sobre límites al déficit público, se trataba de una evidente cesión a Alemania y claramente en línea con los postulados conservadores clásicos. En este caso, lo sorprendente no fue que desde la oposición el PP apoyara dicha reforma, sino que lo hiciera el PSOE, con un nuevo candidato ya elegido para unas elecciones que se preveían complicadas. 




			 




			En todo caso, la subida del IVA es el ejemplo que mejor refleja la tesis que quiero defender sobre lo perverso del funcionamiento de nuestro sistema de partidos. Cuando en 2010, en pleno recorte presupuestario, el gobierno de Zapatero incrementó el IVA, el líder del PP habló de «sablazo de mal gobernante», prueba del «desgobierno de Zapatero», y encabezó una campaña de recogida de firmas por toda España con el lema «No más IVA». Apenas dos años después, ya convertido en presidente del gobierno, ese mismo Rajoy encontró necesario subir el IVA, y tuvo que enfrentarse entonces con la oposición del PSOE, que le devolvió así su demagógico rechazo anterior. Parecería que en lugar de un debate racional sobre si, dadas las circunstancias, había que subir el IVA o no, el posicionamiento de los partidos políticos ante tan delicado asunto parece depender más de la posición que ocupan en el espacio político; es decir, de que estén en el gobierno o en la oposición. Y eso no es serio. 




			 




			Para un inversor extranjero que tiene profundas dudas sobre el futuro y la sostenibilidad del proyecto del euro, que ve que otros países europeos periféricos van siendo intervenidos a medida que se conocen datos ocultos sobre sus cuentas públicas o sectoriales, observar la pelea política española entre los dos principales partidos de gobierno no parece que sea un factor que le haga incrementar la confianza en el país. También por eso, muchos defendimos que un gran pacto de Estado para hacer frente a la crisis hubiera ayudado a dos cosas: a salir antes de la recesión, con menos costes sociales, y, sobre todo, a reforzar esa confianza exterior en España, lo que resulta fundamental dado el importante volumen de deuda externa que todavía tenemos que refinanciar. Cuando nos presentábamos ante los mercados financieros internacionales a pedirles dinero prestado y veían que éramos una empresa en pérdidas, sin un plan estratégico claro y con los accionistas peleados, exigían una prima de riesgo muy elevada. 




			 




			La reflexión que quiero hacer al respecto es que el exceso de partidismo, el hecho de anteponer los intereses electorales del partido por delante de los intereses generales, incluso en situaciones de gravedad internacional de nuestra economía que cuestionan nuestra solvencia como país, es un estilo de hacer política que se ha instalado en España en los últimos años (la Transición fue todo lo contrario) y que ayuda a explicar el bloqueo institucional que arrastramos. Y que afecta a los dos partidos con posibilidades de gobernar, aunque aquí analice sólo el caso del PP. 




			 




			Defenderé que en esa política también se encuentra la respuesta a la pregunta sobre los errores cometidos por el gobierno Rajoy en esos primeros y decisivos meses. Más allá de los avatares sufridos por el euro, los rescates nacionales, la troika (Comisión Europea, Banco Central Europeo y Fondo Monetario Internacional), Alemania; más allá pues de la batalla europea entre acreedores y deudores, en los primeros meses de mandato, el gobierno de Rajoy cometió dos errores graves que agudizaron la desconfianza de unos mercados internacionales de capitales, ya muy volátiles, en la economía española. Me refiero a la gestión de la «herencia presupuestaria» y, dentro del elemento rescate bancario, a la del asunto Bankia. Estos errores no se debieron a ignorancia o inexperiencia de gobernante reciente, sino que respondieron a esa misma forma de hacer política que convierte los intereses electorales del partido en la causa suprema a la que incluso se subordinan las responsabilidades del gobierno de todos. Aun en momentos especiales como los que vivimos. Junto a ellos, unos escarceos de confrontación con la Comisión Europea respecto al Programa de Estabilidad del Reino de España en los primeros meses de 2012 tampoco ayudaron a reforzar la credibilidad del nuevo gobierno ante unos mercados financieros internacionales tremendamente nerviosos y volátiles. 




			 




			En su discurso de investidura, el candidato Rajoy asumió varios compromisos importantes sobre por dónde y cómo se proponía llevar la nave del Estado español en esos momentos difíciles. Uno de los compromisos que queremos citar se refiere al tratamiento que se proponía dar a la «herencia recibida». Recuerdo que eran momentos extremadamente complicados para la Unión Europea, y para España dentro de ella, con movimientos que propiciaban la ruptura de la zona monetaria única o, al menos, la expulsión de la misma de algunos países deudores, entre los que varios analistas situaban a España, una situación en la que lo más importante desde el punto de vista exterior era comprobar las intenciones del partido llegado al gobierno por mayoría absoluta. Hay que reconocer que en el discurso de investidura del nuevo presidente, y en el debate posterior, su mensaje no podía ser más claro y adecuado: «Sabíamos y sabemos lo que nos espera», [no tengo] «ninguna voluntad de mirar atrás ni de pedir responsabilidades que ya han sido sustanciadas por las urnas». Incluso en el peliagudo asunto de los compromisos presupuestarios, el candidato Rajoy afirmó, con rotundidad, que «cumpliré el déficit público al que se comprometió con Bruselas el gobierno anterior», y que lo haría recortando tanto gasto como fuera necesario, salvo en pensiones, porque «no es mi intención subir impuestos». 




			 




			El otro compromiso que entresaco del debate, y que también contribuyó a tranquilizar la perspectiva exterior sobre nuestro país, se refiere al método de gobierno. El candidato fue contundente: «Intentaré llegar a entendimiento en los grandes temas nacionales con quien quiera hacerlo», porque «la mayoría es un instrumento excelente para ejecutar decisiones, pero no forzosamente el mejor para diseñarlas». E insistía: «No existe mejor instrumento para encauzar y coordinar la energía de la nación que el diálogo, un diálogo abierto a todos, dentro y fuera de esta cámara, un diálogo que estimule la unidad y fortalezca los objetivos compartidos». 




			 




			Sin embargo, poco tiempo después de ser investido presidente y subido a su mayoría absoluta en el Congreso y el Senado, así como en la mayoría de las comunidades autónomas y grandes ayuntamientos, lo que le situaba como el líder partidista con más poder institucional de nuestra democracia, Rajoy inició un calculado proceso de sustitución de este programa de tranquilidad, consenso, no revanchismo y unidad, un cambio que pasaba por el incumplimiento de estos dos grandes compromisos que fueron reemplazados por la estrategia de confrontación partidista que habían practicado en la oposición y que ya habían ensayado en Castilla-La Mancha de la mano de María Dolores de Cospedal, reciente presidenta de la comunidad autónoma y secretaria general del PP nacional. 




			 




			Ese giro, ese cambio de estrategia, esa distancia entre lo que se dijo y lo que efectivamente se hizo, que tiene en la subida de impuestos de principios de 2012 su baluarte más sonoro, estuvo justificado única y exclusivamente por razones partidistas. Es decir, por intentar deteriorar, todavía más, la débil situación en que quedó el Partido Socialista, para consolidar la ventaja electoral que acababa de obtener el PP y que le había llevado a las mayores cotas de poder institucional de su historia. Pero en ese momento especial, poner los intereses de partido por encima de los intereses nacionales (tan lejos de aquel eslogan de la época de Fraga «España, lo único importante») tuvo como consecuencia estimular la desconfianza internacional en nuestro país, agitar de forma adicional a unos mercados financieros poco sofisticados en los análisis, que respondieron subiendo la prima de riesgo hasta esos máximos históricos. 




			 




			En esos momentos, ese partidismo, esa estrategia política de hacer desde el gobierno la oposición de la oposición, a los españoles nos costó mucho dinero, muchos sacrificios y mucho sufrimiento, sobre todo por cómo fue interpretado desde fuera. Pero el gobierno tuvo que tener en cuenta este factor, ya que tras la década prodigiosa de la burbuja inmobiliaria, estimulada por los bajos tipos reales de interés con que vivimos durante nuestra pertenencia al euro, la deuda externa que España necesitaba refinanciar superaba (y supera) al PIB. 




			 




			Dentro y fuera de España, la decisión de no nombrar vicepresidente económico en el nuevo gobierno del Partido Popular causó bastante extrañeza, aunque intentara explicarse como que el propio presidente seguiría directamente el asunto mediante la presidencia de la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos. Pronto se comprendió que no tener un vicepresidente económico respondía a ese estilo tan característico de Rajoy de no decidir ante problemas complejos. Y éste lo era, porque en una legislatura marcadamente económica concentrar todo el poder económico del gobierno en una sola persona hubiera significado otorgarle al elegido un gran poder político en detrimento, inevitable, de la otra vicepresidencia, ostentada por una fiel colaboradora pero sin peso político en el partido, como es Sáenz de Santamaría. Además le hubiera planteado un problema adicional con los ministros de Economía y de Hacienda, cuya falta de sintonía personal era ampliamente conocida en los cenáculos madrileños, ya que hasta ese momento, en la oposición, ninguno de los dos se había cortado en expresar en círculos reducidos su opinión, poco favorable, sobre el otro. Desde el principio, todo ello transmitió sensaciones poco claras respecto al nuevo gobierno. 




			 




			Si tuviera que señalar los momentos de mala gestión política por predominio de partidismo que incrementaron esa percepción de desconfianza que recogía la prima de riesgo serían: posponer la elaboración de los Presupuestos 2012 hasta la celebración de las elecciones andaluzas; lanzar la idea de que en España las cuentas públicas no eran fiables porque los gobiernos anteriores podían haberlas manipulado; provocar una absurda (y fugaz) confrontación con las autoridades de la Comisión Europea en torno al Plan de Ajuste de la economía española, y, por último, la gestión de la crisis financiera, en especial del asunto Bankia hasta su nacionalización. 




			 




			En ninguno puede aducirse desconocimiento previo de la situación real, porque era bastante pública y, desde la oposición, los populares hicieron un uso abundante de ello. Además, su propia realidad institucional, con gobiernos en la mayoría de las comunidades autónomas, les permitía un conocimiento directo de los problemas presupuestarios o en algunas cajas de ahorros. 




			 




			Tampoco puede aducirse inexperiencia. Antes de alcanzar la presidencia del gobierno, Rajoy había sido ministro en varias carteras y vicepresidente del gobierno Aznar; Montoro repetía en una cartera que ya había desempeñado y a la que había seguido relacionado como portavoz parlamentario, y De Guindos acumulaba a su pasado en la Secretaría de Estado de Economía una amplia trayectoria en el mundo empresarial y financiero privado, tanto nacional como internacional. No. No eran unos inexpertos a los que la llegada al gobierno pillara desprevenidos. Tenían experiencia, conocimiento, y llevaban meses preparándose para algo que todos veían venir. 




			 




			Pero cometieron cuatro errores. El primero, subestimar la gravedad y complejidad de la situación, sin duda la más difícil por la que ha atravesado la Unión Europea (y España) en muchos años. La conocían, pero se equivocaron en la valoración. El segundo, creerse sus propias consignas y sobreestimar la capacidad de un gobierno del Partido Popular, por su mera llegada al poder, para generar confianza y tranquilidad internacional. El tercero, vulnerar mucho y muy pronto su programa electoral, sobre todo con la espectacular subida impositiva con que iniciaron la legislatura. En contra de sus intenciones, no consiguieron evitar la sensación generalizada entre sus propios votantes de que habían prometido cosas para ganar las elecciones, a sabiendas de que dado el momento y la situación no podían gobernar con ellas. Dicho de otra manera, desde muy pronto rompieron la credibilidad que tenían, convirtiéndose en poco fiables para mucha gente. El cuarto error fue anteponer los intereses políticos de partido a los intereses generales del país, al medir los tiempos y las acciones con el calendario electoral en la mano, buscando culpables y confrontación antes que soluciones pactadas. Errores que condujeron a una excesiva improvisación y que quedaron reflejados en la brusca elevación de la prima de riesgo, en la imposición de un rescate exterior, aunque formalmente circunscrito al sector financiero, y en dos años de ajustes presupuestarios y fuertes sacrificios sociales que deprimieron la economía española más allá de lo anunciado y, tal vez, de lo necesario. Tras su llegada a La Moncloa, Rajoy, el hombre que convirtió el ser predecible en un valor político, se transformó en fuente permanente de incertidumbre y desconfianza nacional e internacional, hasta el punto de que el semanario The Economist llegó a hablar en un artículo del «misterioso Rajoy». 
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